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SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 27 de abril de 2021. 

Comparece el señor Mariano Maldonado Pagán (Sr. 

Maldonado Pagán), mediante recurso de revisión judicial.1 En 

particular, expone que en el 1991, fue sentenciado por los delitos 

de asesinato, incendio agravado y violación a la Ley de Armas.  

Indica que, en una ocasión, a la hora de recreo, varios confinados 

le increparon que en las noticias informaron que éste había violado 

a su hija, lo cual negó.  Sin embargo, acto seguido, le agredieron 

sexualmente provocándole serios daños. Manifiesta que 

posteriormente se personó al área un oficial correccional, el cual 

sonrió y se marchó sin socorrerle.  Aduce que cuando fue atendido 

por el médico, le diagnosticaron Hepatitis C, condición que 

desconocía tener y concluyó que el mismo fue producto de la 

 
1 El recurso de epígrafe fue presentado el 9 de abril de 2021 ante la Secretaría 

de este Tribunal.  
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referida agresión sexual.  Sostiene que los médicos de la 

institución donde se encuentra cumpliendo la pena no le han 

brindado a éste ni a los demás confinados que padecen de 

Hepatitis C el tratamiento correspondiente para tratar la condición, 

debido al alto costo de los medicamentos.   

Ante ello, nos solicita que: se le emplace a “la parte 

demandada” por los alegados actos y omisiones por parte de los 

médicos al no ofrecerle tratamiento; se le ordene a la “demandada” 

que le haga entrega de los medicamentos para tratar su condición 

de Hepatitis C, entre otros reclamos.  No obstante, el recurrente no 

alude en su recurso, ni acompaña al mismo, copia del dictamen 

que interesa revisar.  

-I- 

-A- 

Las cuestiones relativas a la jurisdicción de un tribunal se 

tienen que resolver con preferencia a cualesquiera otras.  Pérez 

Soto v. Cantera Pérez, Inc. et al., 188 DPR 98, 104-105 (2013); 

S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. Castillo, 169 DPR 873, 882 (2007).  El 

Tribunal de Apelaciones debe ser celoso guardián de su 

jurisdicción y no tiene discreción ni autoridad en ley para asumirla 

donde no la hay.  Souffront v. A.A.A., 164 DPR 663, 674 (2005).  

Cuando un tribunal acoge un recurso a sabiendas de que carece 

de autoridad para entender en él, actúa de manera ultra vires.  

Maldonado v. Junta Planificación, 171 DPR 46, 55 (2007).  Por ello, 

al carecer de jurisdicción o autoridad para considerar un recurso, 

lo único que procede en Derecho es la desestimación de la causa 

de acción.  Romero Barceló v. E.L.A., 169 DPR 460, 470 (2006); 

Carattini v. Collazo Syst. Analysis, Inc., 158 DPR 345, 370 (2003); 

Pérez v. C.R. Jiménez, Inc., 148 DPR 153, 153-154 (1999).   

A tono con lo anterior el Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones faculta a este foro a desestimar un recurso, motu 
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proprio, por falta de jurisdicción. Regla 83(B)(1) y (C) del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 

83(B)(1) y (C). 

-B- 

La Sec. 4.2 de la Ley de Procedimiento Administrativo 

Uniforme del Gobierno de Puerto Rico, Ley Núm. 38-2017, (LPAU) 

3 LPRA sec. 9601 et seq., regula el proceso de revisión judicial de 

las decisiones de las agencias administrativas.  A esos efectos la 

referida sección, en lo pertinente, dispone lo siguiente: 

Una parte adversamente afectada por una orden o 
resolución final de una agencia y que haya agotado 
todos los remedios provistos por la agencia o por el 
organismo administrativo apelativo correspondiente 
podrá presentar una solicitud de revisión ante el 
Tribunal de Apelaciones, dentro de un término de 
treinta (30) días contados a partir de la fecha del 
archivo en autos de la copia de la notificación de la 
orden o resolución final de la agencia o a partir de la 
fecha aplicable de las dispuestas en la Sección 3.15 de 
esta Ley, cuando el término para solicitar la revisión 
judicial haya sido interrumpido mediante la 
presentación oportuna de una moción de 
reconsideración. […]  
 

. . . . . . . . 
 
3 LPRA sec. 9672.  
 

Por su parte, el Art. 4.006 de la Ley de la Judicatura del 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico de 2003, Ley Núm. 201 de 22 

de agosto de 2003, 4 LPRA sec. 24 et seq., le concede al Tribunal 

de Apelaciones la facultad de atender los siguientes asuntos, a 

saber:  

(a) Mediante recurso de apelación de toda sentencia final 
dictada por el Tribunal de Primera Instancia.   

  
(b) Mediante auto de certiorari expedido a su discreción, 
de cualquier resolución u orden dictada por el Tribunal de 
Primera Instancia.   

  
(c) Mediante recurso de revisión judicial, que se acogerá 
como cuestión de derecho, de las decisiones, órdenes y 
resoluciones finales de organismos o agencias 
administrativas. […]  

  
(d) Cualquier panel del Tribunal de Apelaciones podrá 
expedir autos de hábeas corpus y de mandamus. 
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Asimismo, cada uno de los jueces de dicho Tribunal 
podrá conocer en primera instancia de los recursos de 
hábeas corpus y mandamus […] 

  
(e) Cualquier otro asunto determinado por ley especial.  
 
4 LPRA sec. 24y. 

 

-II- 

Conforme adelantamos, el Sr. Maldonado Pagán comparece 

ante este Tribunal de Apelaciones y nos presenta una serie de 

reclamos. No obstante, éste no recurre ante esta segunda 

instancia judicial de un dictamen emitido por el Tribunal de 

Primera Instancia o por una agencia administrativa.  Tampoco 

presenta un recurso de mandamus que reúna los criterios 

establecidos por nuestro ordenamiento jurídico para ser expedido.  

Por lo cual, sostenemos que el recurso, según ha sido presentado, 

no es susceptible de revisión por este Tribunal.   

Somos conscientes de que la Ley de la Judicatura de 2003, 

supra, persigue brindar acceso fácil, económico y efectivo de la 

ciudadanía ante este Tribunal, así como permitir la comparecencia 

efectiva de apelantes por derecho propio.  Fraya, v. A.C.T., 162 

DPR 182, 189-191 (2004). No obstante, aclaramos que por razón 

de que las partes comparezcan por derecho propio, no podemos 

obviar las normas que rigen la presentación de los recursos, ni 

evadir nuestra responsabilidad de verificar nuestra jurisdicción 

para revisar la determinación recurrida. A esos efectos, el Tribunal 

Supremo de Puerto Rico pronunció en el caso de Febles v. Romar, 

159 DPR 714, 722 (2003), que “el hecho de que las partes 

comparezcan por derecho propio, por sí solo, no justifica que 

incumplan con las reglas procesales”.  En virtud de todo lo 

anteriormente esbozado, carecemos de jurisdicción para entender 

en los méritos la petición presentada por el Sr. Maldonado Pagán.  
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No obstante, exhortamos al Departamento de Corrección y 

Rehabilitación que evalúe al Sr. Maldonado Pagán y provea el 

tratamiento médico correspondiente para su condición de salud.    

-III- 

Por los fundamentos expuestos, desestimamos el recurso de 

revisión judicial presentado por el señor Mariano Maldonado 

Pagán, por falta de jurisdicción.  

El Juez Adames Soto emite voto particular de conformidad. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
                                                  Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

                                          Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
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VOTO PARTICULAR DE CONFORMIDAD  

DEL JUEZ ADAMES SOTO 

 
 

Tal como se identifica en la Sentencia cuyo voto de 

conformidad he dado, el mecanismo procesal elegido por el 

recurrente para solicitar un remedio no es el adecuado. El 

recurrente combina en su petitorio ante nosotros asuntos que 

podrían corresponder atender al Tribunal de Primera Instancia, 

mediante la presentación de la correspondiente demanda, y otros 

susceptibles de ser dilucidados a través del proceso administrativo 

que provee el Departamento de Corrección y Rehabilitación, con la 

presentación de una querella. En cualquier caso, lo cierto es que 

por disposición del Art. 4.002 de la Ley 201-2003, Ley de la 

Judicatura del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, el Tribunal 

de Apelaciones es un foro revisor, y, por ello, precisa que el 

Tribunal de Primera Instancia, (o el ente administrativo 

competente), desarrolle un expediente completo que incluya los 

hechos que haya determinado ciertos a partir de la prueba que se 
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presentó para estar en posición de intervenir. Dávila Nieves v. 

Meléndez Marín, 187 DPR 750 (2013). Es decir, las controversias 

presentadas y los remedios que se solicitan requieren primero que 

un juez, o juez administrativo, evalúe la prueba que se tenga sobre 

lo que se alega, antes de que se pueda acudir ante nosotros.  

En San Juan, Puerto Rico, a 27 de abril de 2021. 

 
 

 
 
                                                   Nery Enoc Adames Soto 

                                                          Juez de Apelaciones 
 
 

 

 

 
 
 

 
 
 


